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Las políticas de ciencia, tecnología e innovación (CTI) en la Argentina 
se institucionalizaron en la década de 1950 y, desde entonces, han 
recorrido un camino sinuoso, signado por cambios en los regímenes 
o proyectos políticos, crisis económicas, transformaciones sociales 
sociales y, ciertamente, modificaciones en los modos de hacer ciencia.
En este artículo tomamos como punto de partida los sucesivos 
paradigmas de políticas de CTI que prevalecieron en el escenario 
internacional, junto con algunas tendencias generales de las políticas 
observadas en América Latina. El propósito es presentar un panorama 
contextualizado de dichas políticas en la Argentina, que también nos permita identificar ciertas especificidades y tensiones 
históricas, algunas de las cuales aún nos interpelan.

Since their institutionalization in the 1950s, Science, Technology and Innovation (STI) policies in Argentina have gone 
through a sinuous way, marked by changes in political regimes, economic crises, social transformations and, certainly, 
modifications in the ways of doing science.
In this paper we take as a starting point the successive STI policy paradigms that prevailed on the international scene, along 
with some general trends in the policies observed in Latin America. The purpose is to present a contextualized panorama 
of STI policies in Argentina, which also allows us to identify certain specificities and historical tensions, some of which still 
challenge us. 

 Introducción

Probablemente, muchos lectores 
estén familiarizados con la historia 
de las políticas de ciencia, tecnolo-
gía e innovación (PCTI) en la Argen-
tina y conozcan (incluso a veces de 
primera mano) hechos fundamenta-
les como la creación del CONICET a 
fines de la década de 1950, la de la 
ANPCyT en los noventa y, más aún, 
la reciente creación del MINCyT. 
Sin embargo, aquí no haremos un 
recorrido histórico centrado exclusi-
vamente en una sucesión de hechos 

de alcance nacional, sino que bus-
caremos exaltar algunos aspectos 
excepcionales y otros menos origi-
nales que signaron la trayectoria de 
nuestras instituciones de ciencia y 
tecnología. Forzosamente, para al-
canzar ese objetivo es necesario te-
ner parámetros de comparación con 
contextos similares, como algunos 
países de América Latina, pero tam-
bién con contextos muy diferentes, 
como los países desarrollados. 

De hecho, muchos analistas de 

las PCTI en América Latina y en la 
Argentina insisten en señalar que 
dichas políticas se estructuraron 
en base a la difusión (por parte de 
países desarrollados y organismos 
internacionales) o a la imitación 
(por parte de distintos actores la-
tinoamericanos) de determinados 
paradigmas de políticas o modelos 
institucionales que prevalecieron en 
el escenario internacional (Albor-
noz y Gordon 2011; Dagnino y Tho-
mas 1999; Finnemore 1993; Otei-
za 1992). Sin embargo, también es 
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cierto que los procesos de difusión e 
imitación van de la mano de proce-
sos de re-significación, basados en 
condicionamientos (políticos, eco-
nómicos, institucionales, culturales, 
etc.) nacionales.1 Por eso, en este 
recorrido, presentaremos las princi-
pales características de los sucesivos 
paradigmas internacionales de PCTI 
y veremos de qué modo se expresan 
(o no) en la Argentina, marcando 
contrapuntos y tendencias simila-
res con América Latina y, específi-
camente, con algunos países de la 
región más parecidos al nuestro. 
Lógicamente, desde esta perspectiva 
es imposible dar cuenta de todos los 
organismos públicos de investiga-
ción, por lo que me concentraré en 
organismos de política transversales, 
es decir, aquellos cuyos instrumen-
tos permean diversas instituciones. 

 1. Algunas herramientas 
conceptuales                                   

Aunque existen varias propues-
tas de periodización de las PCTI, 
hay dos trabajos que sintetizan muy 
bien los rasgos centrales de cada pe-
ríodo y que me interesa retomar en 
este artículo. Uno de ellos es el de 
Lea Velho (2011), que propone cua-
tro paradigmas de PCTI correspon-
dientes a diversos períodos: 

•	 La Ciencia como Motor del Pro-
greso: 1945 hasta inicios de la 
década de 1960 

•	 La Ciencia como Solución y 
Causa de Problemas: décadas 
de 1960 y 1970

•	 La Ciencia como Fuente de 
Oportunidad Estratégica: déca-
das de 1980 y 1990

•	 La Ciencia para el Bien de la 
Sociedad: siglo XXI

Su argumento central es que la 
evolución histórica de la PCTI está 

fuertemente relacionada con las 
transformaciones en la concepción 
dominante sobre la ciencia y en el 
modo en que se conciben las rela-
ciones entre ciencia, tecnología, 
innovación y sociedad en cada mo-
mento. Eso constituye repertorios 
discursivos o marcos conceptuales 
que definen no sólo el foco de la 
política, sino también el tipo de ins-
tituciones, instrumentos, formas de 
gestión, criterios de análisis y eva-
luación de las políticas; en síntesis, 
modelos institucionales. Ciertamen-
te, el paso de un paradigma a otros 
no implica necesariamente el aban-
dono del anterior. 

El otro texto es el de Elzinga 
y Jamison (1996) que, utilizando 
otras categorías, propone un reco-
rrido histórico similar. Estos autores 
recurren al concepto de “culturas 
políticas” para referirse a diversas 
perspectivas normativas sobre las 
PCTI, que clasifican en cuatro tipos 
ideales:

•	 La cultura burocrática que, 
anclada en comités, consejos 
y órganos de asesoramiento, 
centra su preocupación en los 
problemas de administración, 
coordinación, planificación y 
organización eficaz, poniendo 
el énfasis en el uso social de la 
ciencia, es decir, en la “ciencia 
para la política” y, aún más, en 
que la política pública sea cien-
tífica;

•	 La cultura académica, por su 
parte, es la que caracteriza la 
conducta o la retórica de los 
propios científicos, cuyos inte-
reses están más focalizados en 
la “política para la ciencia” y en 
valores como la autonomía, la 
objetividad y el control sobre la 
inversión de recursos y la orga-
nización de la ciencia;

•	 La cultura económica que, re-
lacionada con el sector empre-
sarial, centra su atención en los 
réditos económicos y los usos 
tecnológicos de la ciencia.

•	 La cultura cívica que, fundada 
en movimientos sociales u or-
ganizaciones, suele preocupar-
se por las implicancias sociales 
de la ciencia y la tecnología 
(por ejemplo, en relación con 
el medio ambiente).

El peso de cada actor o cultura, 
así como las relaciones que se esta-
blecen entre éstas pueden moldear 
parcialmente las PCTI y sus orga-
nismos. Para que se entienda: no es 
lo mismo cuando se confiere a los 
científicos “duros” autonomía insti-
tucional y autoridad exclusiva para 
diseñar e implementar las PCTI, que 
cuando esa autoridad está compar-
tida con expertos “blandos” (por 
ejemplo, economistas) y coordinada 
con otras reparticiones estatales. 

Pero seamos cautos. Aunque el 
marco conceptual que proponen El-
zinga y Jamison (1996) suena muy 
razonable y útil para pensar las PCTI 
en la Argentina y en América Latina, 
no podemos reproducirlo mecánica-
mente. Por un lado, los actores que 
representan cada cultura pueden va-
riar de un contexto a otro. Por otro 
lado, los momentos de emergencia 
de cada cultura también pueden va-
riar de un contexto a otro.

 2. El paradigma de la cien-
cia como motor de progre-
so:                                                 

Según Velho (2011), durante 
el paradigma de “la ciencia como 
motor de progreso” prevaleció una 
concepción de la ciencia como acti-
vidad objetiva, desinteresada e inde-
pendiente de la sociedad, pero ca-
paz de generar transformaciones en 
cadena, que irían desde la investiga-
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ción básica a la investigación aplica-
da, permitiendo el desarrollo tecno-
lógico, el crecimiento económico y, 
por último, el bienestar social. Esto 
es lo que se conoce como modelo 
lineal. En buena medida, durante la 
posguerra, el énfasis discursivo en la 
investigación básica apuntó a enla-
zar las virtudes de objetividad, neu-
tralidad y fundamentación empírica 
de la ciencia, regulada con autono-
mía por la propia comunidad cien-
tífica, con las virtudes políticas aso-
ciadas a los regímenes democráticos 
(Schauz, 2014).  La ‘ciencia pura’, 
alejada de cualquier doctrina polí-
tica, autónoma, libremente comuni-
cable, universal e internacional era 
la perfecta contracara de los regí-
menes que, como la Alemania Nazi 
(que proclamó la existencia de una 
“ciencia aria”) o la Unión Soviética 
(donde Stalin estigmatizó la genéti-
ca mendeliana como “ciencia bur-
guesa”), habían buscado amoldar su 
ciencia a sus doctrinas políticas. 

Dentro de este marco conceptual, 
los estados –principales financistas 
de la ciencia- delegaron las princi-
pales decisiones en los Consejos de 
Investigaciones, y en otras agencias 
con fuerte predominio de las comu-
nidades científicas, confiriéndoles 
autonomía en la organización de la 
investigación y la distribución de re-
cursos. Consecuentemente, las polí-
ticas efectivamente implementadas 
tuvieron dos características. Por un 
lado, el énfasis estuvo puesto en la 
construcción de infraestructura, la 
provisión de recursos materiales y 
la formación de recursos humanos 
para investigación. Eso es lo que se 
ha denominado política ofertista o, 
en inglés, supply side. Por otro lado, 
los principales instrumentos de fi-
nanciamiento fueron los subsidios 
individuales otorgados a través de 
fondos concursables, con caracte-
rísticas muy distintas de los block 
grants, otorgados a institutos o labo-
ratorios bajo pautas presupuestarias 

relativamente rígidas. En estos años, 
tanto la evaluación ex ante de los 
proyectos, como la evaluación ex 
post de los investigadores (es decir, 
sus resultados) se asentó en el cri-
terio de la excelencia (Velho, 2011; 
Kreimer, 2015).

Algunos trabajos que han pro-
puesto periodizaciones para las 
PCTI en América Latina indican 
tendencias similares a las reseñadas 
en el escenario internacional. Por 
ejemplo, Sagasti (2013) señala que, 
en las décadas de 1950 y 1960, pre-
valeció el criterio del “empuje de las 
ciencia”, basado en el famoso mo-
delo lineal y en el estrechamiento de 
vínculos con países científicamente 
avanzados. Lo propio de este perío-
do es, según el autor, la creación 
de Consejos Nacionales de Investi-
gación con el propósito de proveer 
recursos materiales y humanos para 
el desarrollo científico. 

Bien, todo parece coincidir. 
Cuando uno lee “Consejo Nacio-
nal de Investigación” rápidamente 
piensa “¡CONICET!”. Pero la cosa 
es más compleja porque no todos 
los organismos que tienen esta de-
nominación responden al mismo 
modelo ¿Qué son, entonces, estas 
instituciones? Arie Rip (1996) define 
a los Consejos como instituciones “a 
medio camino entre ´un parlamento 
de científicos y una burocracia gu-
bernamental´” (p. 57). Por lo tanto, 
podríamos decir que hay Consejos 
en los que uno de esos dos compo-
nentes tiene más peso que el otro 
y, ese equilibro o desequilibrio de 
“ingredientes”, expresa una concep-
ción específica de las políticas de 
ciencia y tecnología.

Si miramos los casos de la Argen-
tina y Brasil encontramos, en 1951, 
la creación de una primera genera-
ción de Consejos (CNICyT y CNPq) 
con un mayor peso de la “cultura 
burocrática” y, por lo tanto, más pre-

ocupados por la planificación, por 
la coordinación de la investigación 
realizada en diversas reparticiones 
estatales y su orientación hacia el 
desarrollo de sectores productivos y 
estratégicos. En efecto, en estos paí-
ses, en los que ya se había iniciado 
un camino de desarrollo económi-
co basado en la industrialización 
por sustitución de importaciones, 
la percepción del rol estratégico de 
la ciencia y la tecnología durante 
la guerra, sumado a un imaginario 
que asociaba estas actividades con 
el desarrollo industrial, condujo a 
la puesta en marcha de proyectos 
tecno-científicos en sectores estra-
tégicos (como la aeronáutica y la 
energía nuclear) y a la creación de 
una primera generación de organis-
mos de PCTI fuertemente asociados 
con ese ideario (Feld, 2015a). 

La creación de los Consejos en 
ambos países no sólo coincidió en 
el tiempo, sino también en algunos 
rasgos de la organización institucio-
nal, que nos dan indicios del tipo 
de actores considerados adecuados 
para formular las políticas. Los ór-
ganos directivos de estos Consejos 
se caracterizaron por el estableci-
miento de mecanismos de represen-
tación de diversos organismos pú-
blicos y ministerios. El CNICyT, por 
ejemplo, reunía a los representantes 
del Ministerio de Asuntos Técnicos, 
al titular de la Dirección Nacional 
de Investigaciones Técnicas, al pre-
sidente de la Junta de Investigación 
Científica y Experimentación de las 
Fuerzas Armadas, al Director Ge-
neral de Cultura de la Nación, al 
de Servicios Técnicos del Estado, al 
secretario general de la Comisión 
Nacional de Energía Atómica y a los 
delegados de las diversas universi-
dades nacionales, que por entonces 
habían perdido el status de institu-
ciones autónomas. En la práctica, el 
CNICyT sesionó muy pocas veces y 
su función fue delinear el “Plan de 
Investigaciones Técnicas y Científi-
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cas” y construir un registro de per-
sonal, investigaciones en desarrollo 
e instituciones científicas y técnicas, 
definidos con criterios sumamente 
amplios o, al menos, muy diferentes 
de los que utilizaríamos hoy (Hurta-
do y Busala, 2006). 

Sin embargo, en contrapunto 
con el discurso y la política oficial, 
donde la actividad científica apa-
reció como una actividad subordi-
nada a la política y subsidiaria del 
desarrollo industrial, algunos de los 
integrantes de la élite científica co-
menzaron a esbozar un repertorio 
discursivo con componentes simila-
res a lo que hoy llamamos modelo 
lineal. Ese discurso enfatizaba los 
ideales de autonomía y libertad y 
diferenciaba la “técnica”, como ac-
tividad de incumbencia estatal, de 
la “ciencia”, librada al gobierno de 
la comunidad académica. Ese dis-
curso, que en ocasiones retomaba 
el tópico de la ciencia en regímenes 
totalitarios, no estaba desligado de 
la irritación que generaron las limi-
taciones a la autonomía universita-
ria, la intervención de academias y 
asociaciones de profesionales, así 
como la exclusión de la comuni-
dad científica de instituciones como 
el CNICyT y la CNEA. Uno de los 
arquitectos de este discurso  fue 
Bernardo Houssay que, luego de 
obtener el premio Nobel en 1947, 
se instituyó en referente nacional e 
internacional y en vocero de buena 
parte de la élite científica e intelec-
tual que mantuvo una relación con-
flictiva con el gobierno de Perón. 
La prédica de Houssay encontraría 
sustento institucional luego del de-
rrocamiento de Perón, con la diso-
lución del CNICyT y la creación del 
CONICET. Por el contrario, el CNPq, 
surgido de un diálogo más fluido 
con la comunidad científica, tendría 
continuidad en los años siguientes 
(Feld, 2015a). Desde la perspectiva 
de Houssay y su círculo, el CONI-
CET era una institución llamada a 

desarrollar la ciencia a resguardo 
de las frecuentes intervenciones gu-
bernamentales en las universidades 
y de una reciente masificación de 
la educación superior (Hurtado y 
Busala, 2002a y 2002b; Hurtado y 
Feld, 2010; Feld, 2015a y 2015b).

El período que se inicia en la se-
gunda mitad de la década de 1950, 
al menos en la Argentina, parece 
encajar mejor con el “paradigma de 
la ciencia como motor de progre-
so”. Tanto la creación del CONICET 
como la restitución de la autonomía 
universitaria confirieron un rol pro-
tagónico a los representantes de la 
“cultura académica”. Ambas institu-
ciones están en el origen de la cons-
trucción de un imaginario de aquel 
período como los “años dorados” de 
la ciencia argentina, que contó con 
una cantidad creciente de recursos y 
con nuevos instrumentos y criterios 
para su distribución (Feld, 2015b).

Aunque la ley de creación del 
CONICET proponía una misión bas-
tante ambiciosa, que era “promover, 
coordinar y orientar las investiga-
ciones en el campo de las ciencias 
puras y de las aplicadas”, además 
de “fijar un orden de prioridades 
que contemplen las necesidades del 
país”, lo cierto es que, en la prácti-
ca, se abocó a la formación y sos-
tenimiento de recursos humanos, al 
financiamiento de proyectos de in-
vestigación de calidad y, en menor 
medida, a la provisión de infraes-
tructura para investigación. En estos 
años, el CONICET diseñó e imple-
mentó tres instrumentos que hoy co-
nocemos muy bien, pero que resul-
taban novedosos en aquella época, 
al menos en la Argentina.

•	 Subsidios otorgados a través 
concursos para proyectos de 
investigación generalmente in-
dividuales, aunque excepcio-
nalmente se destinaran fondos 
para la compra de instrumental 

ligado a proyectos instituciona-
les (por ejemplo, la computado-
ra para el Instituto del Cálculo).  

•	 La creación de un escalafón 
de investigadores (la conocida 
Carrera del Investigador Cien-
tífico) y otro de técnicos (hoy, 
Carrera del Personal de Apoyo), 
que muchas veces se utilizaba 
como como complemento sa-
larial de docentes universitarios 
que hacían investigación y no 
tenían dedicación exclusiva. 

•	 Un programa de becas en el 
país y en el exterior, éstas últi-
mas financiadas parcialmente 
con subsidios de la Fundación 
Ford. 

Los tres instrumentos fueron ges-
tionados a través de una novedosa 
maquinaria de evaluación, integra-
da por las comisiones asesoras dis-
ciplinarias y regionales, que hicie-
ron de la institución, siguiendo la 
metáfora que propone Rip (1996), 
un verdadero “parlamento de cientí-
ficos”. A su vez, la actividad del CO-
NICET estuvo muy vinculada con el 
proyecto de reformar el perfil de las 
universidades, a cuyo personal des-
tinó la mayor cantidad de recursos 
(Feld, 2015b).

Si el CONICET tenía algunos de 
los componentes del modelo institu-
cional representado por el CNRS de 
Francia -un país hacia el que mira-
ban muchos científicos e intelectua-
les antes de la guerra- la reforma de 
la educación superior se asentaría 
en el modelo de universidades esta-
dounidenses, difundido por institu-
ciones como la Fundación Ford, la 
Agencia for International Develop-
ment (AID) y el BID que, entre fines 
de la década de 1950 y principios 
de la década de 1970, contribuye-
ron a forjar los “años dorados” de la 
asistencia estadounidense a univer-
sidades y centros de investigación 
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latinoamericanos (Levy, 2005). En la 
Argentina, uno de los epicentros de 
la reforma fue la Facultad de Cien-
cias Exactas y Naturales de la UBA, 
cuyo decano (Rolando García) y 
rector (Risieri Frondizi) conocían de 
primera mano el modelo estadou-
nidense por haber realizado parte 
de su formación en él. Ambos inte-
graron el núcleo de autoridades y 
profesores “innovadores” de la UBA 
(Prego, 2010), que apuntó a vincu-
lar estrechamente la docencia con 
la investigación mediante la organi-
zación de la universidad en depar-
tamentos, cuya función sería pla-
nificar las investigaciones del área, 
formar discípulos, asesorar al Con-
sejo Directivo en la organización 
de las carreras del departamento y 
proyectar el presupuesto y la adqui-
sición de material de la unidad. 

Las instituciones estadouniden-
ses respaldaron este tipo de refor-
mas proveyendo financiamiento. En 
1962, el BID otorgó un préstamos 
de U$ 5.000.000 a la Argentina para 
el reequipamiento de las 8 universi-
dades públicas nacionales, con mi-
ras a compensar la orientación emi-
nentemente profesionalista de estas 
instituciones: aunque originalmente 
la Argentina solicitó U$ 10.000.000, 
el préstamo fue reducido a la mitad 
para excluir las humanidades y las 
diversas carreras de formación pro-
fesional (odontología, medicina, 
farmacia y bioquímica, arquitectura 
y derecho) que, por otra parte, eran 
menos proclives a la organización 
departamental (Feld, 2019; Prego, 
2010). La política de la Fundación 
Ford, por su parte, fue mucho más 
selectiva y financió, sobre todo, de-
partamentos universitarios, centros 
de investigación o laboratorios con 
buenas perspectivas de desarrollo, 
que a futuro pudieran funcionar 
como un modelo o difundirse -vía 
recursos humanos formados- hacia 
otras instituciones nacionales o lati-
noamericanas (Levy, 2005). 

Aunque en el contexto de los 
países desarrollados las políticas 
ofertistas apuntaron a incrementar 
el “tamaño” de la ciencia, en paí-
ses como la Argentina, el entrama-
do institucional constituido por el 
CONICET, las universidades y los 
organismos extranjeros se orientó a 
la organización cognitiva de nuevos 
campos o disciplinas y a la expan-
sión del proceso de institucionali-
zación y profesionalización de la 
investigación. Tanto la carrera del 
investigador, como la valorización 
de la dedicación exclusiva y el pro-
gresivo cambio en los criterios de 
evaluación docente, contribuyeron 
a estabilizar la categoría de “inves-
tigador” en un contexto en el que 
su definición era aún difusa (Feld, 
2015b). Desde luego, la definición 
de qué es un investigador, cómo se 
forma, cuáles son los requisitos de 
ingreso y cómo se financia su traba-
jo no es algo que se estableció de un 
día para otro, pero en aquellos años 
está el germen de muchos de los 
acuerdos en los que nos basamos 
hoy cuando aludimos a esa catego-
ría profesional.

 3. El paradigma de la cien-
cia como solución y como 
causa de problemas                            

Entre principios y mediados de 
la década de 1960 se inició un pro-
ceso de institucionalización de los 
estudios de PCTI. A lo largo de esa 
década se crearon centros de inves-
tigación en diversos países europeos 
(como la Science Policy Research 
Unit-SPRU de Gran Bretaña) y en 
organismos internacionales (OCDE, 
OEA, UNESCO), paralelamente a 
la aparición de revistas especializa-
das como Minerva, Research Policy 
e Impact of Science on Society. Lo 
que empezaban a preguntarse aca-
démicos, expertos y hacedores de 
políticas era si los modelos lineal y 
ofertista efectivamente funcionaban 
y si bastaba invertir en la investi-

gación científico-tecnológica para 
obtener beneficios económicos y 
sociales (Elzinga y Jamison, 1996).

A su vez, hacia fines de la década 
de 1960, la irrupción de la “cultura 
cívica”, es decir, de movimientos 
pacifistas, ecologistas y de científi-
cos disidentes, contribuyó a poner 
en cuestión varias ideas incorpora-
das al sentido común: que la cien-
cia y la tecnología eran neutrales, es 
decir, que no estaban imbuidas de 
valores, que sus efectos eran nece-
sariamente positivos y que la auto-
nomía de la comunidad científica 
era algo bueno en sí mismo (Rose y 
Rose, 1980). 

En el marco de estos dos fenó-
menos comenzó a construirse cierto 
consenso en torno a la idea de que la 
investigación debía orientarse hacia 
problemas específicos considerados 
relevantes o prioritarios tanto para la 
sociedad como para el mercado. Es 
decir, se invertía la relación concep-
tual entre productores y usuarios del 
conocimiento, pasando de una pers-
pectiva science push (que caracteri-
za al denominado “modelo lineal”) 
hacia otra demand pull. El foco de 
las políticas pasó a estar en la iden-
tificación de sectores prioritarios y 
en la política tecnológica (Velho, 
2011). 

Sobre la base de esta concep-
ción de la ciencia se diseñaron 
nuevas instituciones e instrumentos 
para orientar y financiar la investiga-
ción. Los Consejos pasaron a tener 
responsabilidades en el desarrollo 
tecnológico y, aunque la evaluación 
por pares continuó cumpliendo un 
rol importante en la evaluación y en 
la asignación de recursos, los cientí-
ficos debieron compartir el escena-
rio con otros expertos y funcionarios 
públicos en la definición de priori-
dades (Velho, 2011).
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En América Latina, los nuevos 
discursos y marcos conceptuales 
para pensar la ciencia y la tecnolo-
gía tuvieron su correlato en la emer-
gencia, hacia finales de la década, 
de lo que se conoce como Pensa-
miento Latinoamericano en Ciencia, 
Tecnología y Desarrollo (PLACTED), 
que también recibió una fuerte in-
fluencia de la CEPAL y de la Teoría 
de la Dependencia. Algunos de sus 
representantes, entre los que se en-
contraban figuras como Francisco 
Sagasti, Jorge Sabato, Amílcar He-
rrera y Oscar Varsavsky, participa-
rían de los foros de intercambio y 
circulación de ideas propiciados por 
organismos internacionales como la 
UNESCO y la OEA, en los que co-
menzaron a discutir el rol de la cien-
cia y la tecnología en el desarrollo 
y las diversas estrategias para alcan-
zarlo (Feld, 2015b).

De hecho, tanto los organismos 
internacionales como las institu-
ciones multilaterales de crédito tu-
vieron un importante papel en la 
difusión e institucionalización del 
nuevo paradigma. Por esos años, 
la UNESCO comenzó a difundir un 
modelo de Consejos, entre cuyas 
responsabilidades se encontraban 
la realización de diagnósticos cuan-
titativos, la formulación de planes 
de ciencia y tecnología, la elabo-
ración de programas sectoriales o 
temáticos articulados con los pla-
nes de desarrollo socio-económico, 
además de propiciar la articulación 
entre diversos organismos de inves-
tigación (Feld, 2015b; Nupia, 2014). 

Como parte de ese clima de ideas, 
hacia fines de la década de 1960, 
distintos países de América Latina 
reestructuraron sus organismos de 
PCTI o crearon nuevas instituciones 
como el CONACyT en la Argentina 
(1968), el CNCYT y Colciencias en 
Colombia (1968) y el CONACYT en 
México (1971). En Brasil, se creó el 
Fondo Nacional de Desarrollo Cien-

tífico y Tecnológico (FNDCT) y la Fi-
nanciadora de Estudios y Proyectos 
(FINEP), con funciones similares a 
las que tiene hoy la ANPCyT en la 
Argentina. Asimismo, se instituyó el 
“Sistema Nacional de Ciencia y Tec-
nología” (SNDCT), destinado a inte-
grar las actividades de investigación 
de diversas Secretarías y Ministerios, 
coordinadas por el CNPq. En lo su-
cesivo la Secretaría de Planificación, 
el CNPq y la FINEP colaborarían es-
trechamente en la elaboración de 
los Planes Básicos de Desarrollo 
Científico y Tecnológico (PBDCT) 
(Albagli, 1987; Brunetti et al, 1981; 
Morel, 1979; Ferrari, 2002).

El BID tuvo un papel importan-
te en el fortalecimiento del modelo 
institucional emergente en la región 
desde fines de la década de 1960: 
en 1968, un grupo asesor del BID 
publicó una serie de recomenda-
ciones, entre las que se destacan: 
a) promover la formulación de po-
líticas de ciencia y tecnología en 
conjunción con planes de desarro-
llo; b) estimular la demanda de ser-
vicios de investigación; c) apoyar 
la investigación básica y aplicada 
(Abeledo, 2000). Siguiendo esta 
política, el BID otorgó tres présta-
mos al FNDCT brasileño: dos en 
1973 (US$ 25,8 millones y US$ de 
6,2 millones) y otro en 1977 (US$ 
40.000.000) (Longo y Derenusson, 
2009). El CONACyT de México, por 
su parte, obtuvo su primer préstamo 
en 1977 (US$ 20.000) y el segundo 
en 1979 (US$ 40.000.000) (Canales 
Sánchez, 2011).2

En la Argentina, luego del golpe 
de estado de 1966, el gobierno im-
pulsó una reformulación del organi-
grama ministerial, en el marco del 
cual se crearon el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (CONACyT) 
y la Secretaría del Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (SECONA-
CyT). Ubicado en el mismo plano 
jerárquico que el Consejo Nacional 

de Desarrollo (CONADE) y el Con-
sejo Nacional de Seguridad (CO-
NASE), el CONACyT tenía el obje-
tivo de introducir cierta coherencia 
y eficacia en un panorama institu-
cional que se consideraba “balca-
nizado”. La PCTI se ancló, pues, en 
un nuevo esquema organizacional 
compuesto por tres niveles:

•	 En el nivel político estaba el 
CONACyT, compuesto por el 
presidente de la Nación, los 
ministros y los comandantes en 
jefe y secretarios de estado.

•	 El nivel técnico, representado 
por la SECONACyT, estaba in-
tegrado por especialistas en po-
lítica científica, encargados de 
reunir y evaluar los anteceden-
tes para el proceso de formula-
ción de la política;

•	 El nivel de asesoramiento y eva-
luación, plasmado en el Conse-
jo Asesor Nacional (CAN), esta-
ba integrado por representantes 
de los principales organismos 
descentralizados de investiga-
ción (CONICET, INTI, INTA, 
CNEA) y de otras instituciones 
relevantes.

A fines de 1971 la función de es-
tos organismos fue puesta en manos 
Subsecretaría de Ciencia y Tecnolo-
gía (SUBCyT), dependiente de la Se-
cretaría de Planeamiento y Acción 
de Gobierno. La SUBCyT elaboró 
dos planes de CyT (uno en 1971 y 
otro en 1972), que proponían coor-
dinar los proyectos de investigación 
individuales o de pequeños grupos 
en programas nacionales referidos a 
diversas temáticas prioritarias (Feld, 
2015b). 

Las reformas e innovaciones de 
los órganos de PCTI latinoamerica-
nos estuvieron acompañadas por un 
énfasis en la política tecnológica, 
tanto en las discusiones e intercam-



CIENCIA E INVESTIGACIÓN -  TOMO 70 Nº 2 - 202040

bios que tuvieron lugar desde fines 
de la década de 1960 en la OEA 
(de los que participaron muchos re-
ferentes del PLACTED) como en la 
implementación de nuevos instru-
mentos y regulaciones. Las nuevas 
políticas combinaron tres estrate-
gias: a) la autonomía tecnológica 
restringida a sectores productivos 
estratégicos, como la aeronáutica, 
la electrónica y los biocombustibles 
en Brasil, o la industria farmacéutica 
y la petroquímica la Argentina; b) el 
vinculacionismo, es decir, la genera-
ción de lazos entre institutos públi-
cos de I&D y el sector productivo; c) 
la regulación de la transferencia de 
tecnología proveniente de los países 
desarrollados (Dagnino et al, 1996; 
Sagasti, 2013). Sin embargo, como 
veremos, la institucionalización y 
continuidad de estas políticas no fue 
la misma en todos los países. 

A nivel regional, los casos más 
emblemáticos de estas políticas tec-
nológicas fueron, sin dudas, el del 
Pacto Andino y el Proyecto Piloto de 
Transferencia de Tecnología. Por su 
parte, en la Argentina se estableció 
(entre 1969 y 1974)  un conjunto de 
regulaciones tendientes a controlar 
diversos aspectos de la actividad 
de las empresas extranjeras, propi-
ciando una mayor participación del 
estado, a través de nuevas leyes re-
guladoras del capital extranjero y de 
los primeros intentos de control de 
la transferencia de tecnologías, que 
delinearon un inédito experimento 
de abandono de la política liberal 
en materia tecnológica (Chudnovsky 
y López, 1996).

Aunque las innovaciones institu-
cionales y las políticas tecnológicas 
introducidas en la Argentina con el 
golpe de estado de 1966 parecían 
orientarse hacia el mismo rumbo 
que Brasil, hacia mediados de la dé-
cada de 1970 los caminos de ambos 
países se bifurcaron (Feld, 2015b). 
En Brasil, los militares atribuyeron 

un rol central a la ciencia y la tec-
nología en el desarrollo económico 
y sus políticas tuvieron una relativa 
continuidad hasta mediados de la 
década de 1980. Por el contrario, 
en la Argentina, los militares que 
tomaron el poder en 1966 y aque-
llos que lo hicieron en 1976, con un 
convulsionado interregno democrá-
tico signado por el retorno del pero-
nismo, tenían perfiles bien distintos. 
Mientras que durante la Revolución 
Argentina (1966-1973) la cuestión 
del planeamiento y el desarrollo 
ocuparon un lugar relevante, du-
rante el Proceso de Reorganización 
Nacional (1976-1983), la idea de 
crear un Ministerio de Planificación, 
colisionó con los postulados del li-
beralismo económico del Ministe-
rio de Economía (Canelo, 2004). A 
partir de entonces se inició un vi-
raje desde una sociedad articulada 
en torno al crecimiento industrial y 
la sustitución de importaciones ha-
cia un modelo de ajuste estructural 
regresivo con hegemonía financie-
ra, que discontinuó el proyecto de 
autonomía tecnológica (Azpiazu y 
Schorr, 2010).

En 1973, en medio de un esce-
nario político sumamente turbulen-
to, el CONICET y la SUBCyT fueron 
intervenidos y colocados bajo la 
órbita del Ministerio de Cultura y 
Educación. En los años subsiguien-
tes, la relevancia del órgano de pla-
nificación y coordinación del siste-
ma público de investigación se vio 
significativamente reducida, incluso 
en términos presupuestarios, y se 
inició una progresiva concentración 
de los recursos en el CONICET, en 
detrimento de las universidades. 
Asimismo, la sanción de un nuevo 
estatuto para la carrera del investiga-
dor del CONICET en 1973 marcó un 
hito importante en la independiza-
ción de la investigación respecto de 
educación superior. La carrera ya no 
se consideraba como un escalafón 
para pagar adicionales a profesores 

universitarios (como en la década de 
1960), sino que instituía a sus miem-
bros como funcionarios públicos del 
CONICET (Hurtado, 2010).

Entre 1970 y 1983 se septuplicó 
el presupuesto del CONICET y se 
profundizó un viraje en la función 
del organismo desde la promoción 
hacia la ejecución: si en 1966 el 
organismo contaba con 3 institutos 
de investigación, para 1981 conta-
ría ya con 100 (Bekerman, 2009). 
En contraste con la modalidad de 
financiamiento característica de los 
años sesenta, es decir, centrada en 
el otorgamiento de subsidios indivi-
duales previa evaluación por pares, 
el financiamiento de los institutos 
adquirió la modalidad de partidas 
globales no competitivas, que se 
renovaban de un modo cuasi au-
tomático y eran ejecutadas por los 
respectivos directores de institutos 
(Caldelari et al, 1992).

El préstamo de US$ 42.000.000 
que otorgó el BID al CONICET en 
1979 es importante para explicar 
el incremento de recursos. Con el 
préstamo se puso en marcha el Pro-
grama de Desarrollo Regional BID-
CONICET, que financió el estableci-
miento de cuatro centros regionales: 
en Bahía Blanca (CRIBBAB), Santa 
Fe (CERIDE), Mendoza (CRICyT) 
y en Puerto Madryn (CENPAT). En 
contraste con el amplio abanico de 
institutos y programas incorporados 
al CONICET en estos años, la orga-
nización de estos centros regionales 
se basó en los mecanismos de pla-
nificación y en la identificación de 
temáticas prioritarias establecidas 
en los diagnósticos y planes formu-
lados en la Argentina a principios de 
1970. Esto condujo, hacia fines del 
gobierno militar, a la configuración 
de un sistema dual: por un lado, un 
conglomerado de institutos incor-
porados sin una orientación prees-
tablecida; por otro lado, los centros 
regionales, articulados en base a la 
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selección de prioridades y progra-
mas preestablecidos, donde se de-
sarrollaron investigaciones en algu-
nos campos o sectores identificados 
como prioritarios (como la petroquí-
mica y la oceanografía) (Feld, 2015). 
Por ejemplo, el Programa Piloto de 
Ingeniería Química (PLAPIQUI), in-
corporado al CRIBBAB, estuvo muy 
vinculado a los planes y políticas de 
promoción del sector petroquími-
co iniciadas en la década de 1960, 
que implicaron, entre otras cosas, la 
construcción del Polo Petroquímico 
Bahía Blanca. Allí se realizaron acti-
vidades de investigación y desarro-
llo, de asesoramiento, transferencia 
y servicios técnicos para la industria 
(Matharan y Feld, 2016). No obs-
tante, más allá de este caso aislado, 
fue recién en las décadas de 1980 
y 1990 cuando se diseñaron institu-
ciones e instrumentos para viabili-
zar la vinculación.

Tanto en la Argentina como en 
Brasil, la concentración relativa de 
recursos en organismos como el 
CONICET y el FNDCT/FINEP res-
pecto de las universidades (Dagni-
no, 1984; Schwartzman, 1986; Feld, 
2015b) fue consecuencia de un nue-
vo clima de ideas sobre las políticas, 
pero también de una perspectiva 
tecnocrática que aspiraba a despo-
litizar la sociedad civil y, en particu-
lar, a instituciones críticas como las 
universidades. La diferencia es que, 
en la Argentina, el emblemático epi-
sodio de la Noche de los Bastones 
Largos, marcó el inicio de una etapa 
más bien oscura para las universi-
dades. Por el contrario, los militares 
brasileños, aún con su faceta represi-
va, incorporaron a las universidades 
y la formación de recursos humanos 
en sus esquemas de planificación 
y desarrollo. La reforma de la edu-
cación superior iniciada en 1968 a 
partir del acuerdo entre la AID y el 
Ministerio de Educación implicó, 
además de una organización mucho 
más apegada al patrón estadouni-

dense, una planificación, estructura-
ción y expansión de programas de 
posgrado a nivel de maestría (para 
formación profesional) y de docto-
rado (para formación académica), 
vinculados con la investigación. En 
ese marco, se atribuyó a la CAPES 
la función de formular los Planes 
Nacionales de Posgrado (el prime-
ro para el período 1975-1979) y 
establecer mecanismos y criterios 
para su evaluación, que permitieron 
estandarizar los patrones de cali-
dad (Balbachevsky, 2005; Hostins, 
2006).3 La experiencia brasileña es, 
probablemente, la que mejor repre-
senta el modelo ofertista.

 4. la Ciencia como Fuente 
de Oportunidad Estratégica       

Las décadas de 1980 y 1990 
colocarán progresivamente en el 
centro de la escena de los países de-
sarrollados los conceptos de “inno-
vación” y “competitividad. En esos 
años, el éxito del modelo industrial 
japonés y el desarrollo de los países 
del sur de Asia pusieron en eviden-
cia la posibilidad de desplegar un 
cambio tecnológico impresionan-
te, que desafió incluso al modelo 
industrial imperante, con sistemas 
científicos de un desarrollo relativo 
mucho menor. Lo que aparece en la 
década de 1980 es, pues, la idea de 
que “los problemas de la innovación 
dependen menos del tamaño de la 
inversión en investigación y desarro-
llo que de basar la administración 
de los recursos universitarios e in-
dustriales en el modelo empresarial” 
(Salomon, 1996: 72).

En consecuencia, los países in-
dustrializados iniciaron una reorga-
nización de sus sistemas de investi-
gación para adaptarse a la crisis, a 
la reestructuración industrial y a la 
competencia de los países recién in-
dustrializados. Entre las principales 
medidas que adoptaron los países 
occidentales se encuentran, la im-

plementación de estudios de pros-
pectiva tecnológica, el desarrollo de 
programas de ayuda a la tecnología 
microelectrónica, la biotecnología y 
los nuevos materiales y el fomento 
de los vínculos entre las universida-
des y el sector industrial, que derivó 
en un fortalecimiento de las culturas 
burocrática y económica (Elzinga y 
Jamison, 1996). 

En la década de 1990, el con-
cepto que atravesó tanto el campo 
académico (en especial los estudios 
económicos) como el de los organis-
mos internacionales (por ejemplo, la 
OCDE) fue el de Sistema Nacional 
de Innovación, propuesto por el bri-
tánico Christopher Freeman (1995) 
y, sobre todo, por el danés Bengt-
Åke Lundvall (1992). Este concepto, 
utilizado tanto en términos analíti-
cos como normativos, exaltaba las 
interacciones entre una multiplici-
dad de actores del sector público 
y privado, de los sub-sistemas pro-
ductivo, financiero, de mercado y 
académico, que participaban en la 
difusión de las nuevas tecnologías 
a nivel nacional. A diferencia del 
marco conceptual del paradigma 
anterior, ya no se trata de un modelo 
lineal, sino más bien de un sistema 
interactivo, en el que los procesos 
de formulación de políticas y de 
evaluación incorporaban no sólo 
investigadores y funcionarios públi-
cos, sino también economistas, es-
pecialistas en marketing, industria-
les (Velho, 2011).

En América Latina, durante este 
período, también se produjeron im-
portantes transformaciones en los 
mecanismos de intervención estatal 
sobre la ciencia y la tecnología, mo-
tivados no sólo por la recepción del 
nuevo paradigma de políticas en el 
escenario internacional, sino tam-
bién por el agotamiento del modelo 
de industrialización por sustitución 
de importaciones y por las medidas 
orientadas a liberalizar la economía, 
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incrementar la competitividad inter-
nacional y recortar el gasto público, 
difundidas por los organismos finan-
cieros a partir del llamado Consen-
so de Washington. Dagnino et al. 
(1996) señalan que las políticas de 
las décadas de 1980 y 1990 fueron 
una respuesta a un escenario tecno-
lógico y económico internacional, 
en el que América Latina perdió 
sus ventajas comparativas estáticas 
(precios de las materias primas) e 
intentó implementar un modelo de 
“integración competitiva al mercado 
internacional”. En efecto, en un mar-
co de endeudamiento y crisis, que 
llevó a caracterizar a los 80 como 
la “década perdida”, se planteó la 
necesidad de superar el modelo de 
industrialización por sustitución de 
importaciones, apostando a las nue-
vas tecnologías y a la promoción de 
las exportaciones para generar divi-
sas que permitieran cumplir con los 
compromisos de la deuda.

Esto dio lugar a una transforma-
ción en las estructuras de gobernan-
za institucional y a la identificación 
de las empresas como agentes cen-
trales de la innovación. Las nuevas 
estructuras y marcos regulatorios 
apuntaban a incrementar el esfuer-
zo del sector privado en la inversión 
en I+D+i a través de diversos ins-
trumentos como subsidios directos, 
créditos e incentivos fiscales. Por 
otro lado, también se buscó una 
mayor articulación público-privado 
a partir la creación de oficinas de 
transferencia tecnológica, incuba-
doras de empresas, parques tecno-
lógicos y mecanismos para otorgar 
financiamiento a través de fondos 
competitivos asignados por convo-
catorias públicas (Sagasti, 2013; Ca-
rro y Lugones, 2019). 

Los organismos de crédito inter-
nacionales fueron, también es este 
aspecto, actores relevantes en la 
transferencia del nuevo paradigma. 
Como señala Nupia (2014: 117): 

“a partir de 1988, el BID reorientó 
su política hacia la ayuda a los paí-
ses para enfrentar la competencia 
internacional y el incremento de 
sus niveles de productividad. Esto 
se reflejó en el uso de nuevos ins-
trumentos, como la asignación de 
subsidios mediante competencia de 
proyectos, alianzas entre universi-
dad y empresa, y el establecimiento 
de fondos de desarrollo tecnológico 
para fomentar la innovación me-
diante préstamos a empresas que 
implementaran proyectos de inves-
tigación y desarrollo”.4

Aunque muchas de las innova-
ciones institucionales producidas 
en la Argentina en estas décadas 
se amoldaron al nuevo paradigma, 
también hubo otras reformas ten-
dientes a restablecer el funciona-
miento democrático de las institu-
ciones, diferenciar los organismos 
e instrumentos de PCTI, a revertir la 
fuerte concentración de dichos ins-
trumentos en el CONICET y a inte-
grar las universidades al sistema pú-
blico de investigación. Como vimos, 
Brasil llegó a la década de 1980 con 
una estructura institucional diversifi-
cada, especializada y articulada: un 
órgano de planificación, una agen-
cia de financiamiento, una agencia 
de evaluación de posgrados e insti-
tuciones de ejecución, que fueron 
coronadas en 1985 con la creación 
del Ministerio de Ciencia y Tecnolo-
gía. En la Argentina, por el contra-
rio, muchas de esas funciones esta-
ban fuertemente concentradas en el 
CONICET y otras ni siquiera fueron 
concebidas.

Una de las primeras medidas to-
madas con el retorno democrático 
fue la elevación de rango de la ex 
Sub-secretaría al de Secretaría de 
Ciencia y Tecnología y su traspaso 
al Ministerio de Educación, donde 
estableció una estrecha articulación 
con el CONICET (SECyT, 1989). En 
segundo lugar, se implementó una 

modificación del sistema de adju-
dicación de subsidios, que suprimió 
el financiamiento a través de los di-
rectores de institutos para establecer 
convocatorias públicas a proyectos 
anuales y plurianuales, adjudicados 
sobre bases competitivas (CONICET, 
1989). Un nuevo préstamo del BID 
(1986) permitiría financiar, sobre 
todo, Proyectos de Investigación y 
Desarrollo, pero también, el progra-
ma de becas de posgrado internas 
y externas (Aguiar et al, 2017). Por 
último, en el marco de la recupera-
ción de la autonomía universitaria y 
del objetivo de impulsar la investi-
gación en la universidad se creó el 
Sistema de Apoyo a Investigadores 
Universitarios (SAPIU), un ante-
cedente de lo que en 1993 pasó a 
llamarse Programa de Incentivos. Se 
trataba, en buena medida, de recu-
perar los valores de la “cultura aca-
démica” (Albornoz y Gordon, 2011; 
Del Bello, 2014).

Durante la segunda mitad de la 
década de 1990, en el marco de la 
“segunda reforma del estado”, se 
puso en marcha un programa de re-
formas estructurado en torno a dos 
ejes: a) la creación de organismos 
de coordinación inter-ministerial 
(Gabinete Científico-Tecnológico) 
inter-regional (Consejo Federal de 
Ciencia y Tecnología) e inter-insti-
tucional (Comisión de Gestión Inte-
rinstitucional de Ciencia y Tecnolo-
gía); b) la separación de las tareas de 
promoción y ejecución, concentran-
do las primeras en la nueva Agencia 
Nacional de Promoción Científica 
y Tecnológica (ANPCyT), que tenía 
por objeto financiar proyectos de 
I&D de diversas instituciones, evi-
tando la asignación de recursos con 
los criterios endogámicos que se le 
atribuían al CONICET  (Albornoz y 
Gordon, 2011). En cuanto al CONI-
CET, además de reformarse el meca-
nismo electoral para la designación 
de los integrantes del Directorio, 
se estableció que los directores de 
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unidades ejecutoras debían selec-
cionarse por concurso público, que 
dichas unidades debían cumplir con 
ciertos requisitos (cantidad de inves-
tigadores, líneas de investigación, 
etc.) y se instauraron una serie de 
procedimientos de evaluación de 
los institutos (Del Bello, 2014). Por 
último, se inició el Programa de Re-
forma de la Educación Superior, que 
atribuyó un nuevo rol de evaluador 
al estado con la creación de la CO-
NEAU, destinada a evaluar las ca-
rreras de grado y posgrado (Gordon, 
2013).

A su vez, en estas dos décadas, 
se llevaron a cabo reformas tendien-
tes a institucionalizar los procesos 
de vinculación y transferencia de 
conocimiento. En 1985, se creó la 
Oficina de Transferencia del CONI-
CET, que no inauguró un nuevo tipo 
de actividades, pero permitió darles  
un marco institucional y capitalizar 
los servicios técnicos y consultorías 
que los investigadores, de hecho, 
ya realizaban, aunque de un modo 
asistemático e individual. Desde el 
CONICET también se apuntó a pro-
mover la creación de núcleos de 
vinculación tecnológica en las uni-
versidades y, en 1988, auspició el 
Primer Taller Regional sobre Vincu-
lación de la Universidad con el Sec-
tor Productivo (Buschini y Di Bello, 
2015). 5

En 1990, la Ley de Promoción y 
Fomento de la Innovación Tecnoló-
gica (reglamentada en 1992), avan-
zó un paso más en la institucionali-
zación de la vinculación, definiendo 
a las Unidades de Vinculación (UV) 
como entes no estatales, constitui-
dos para la identificación, selección 
y formulación de proyectos de I+D, 
transmisión de tecnología y asisten-
cia técnica (Chudnovsky y López, 
1996: 51). Mientras tanto, entre 
1991 y 1992, a través del Proyecto 
Columbus de la Conferencia de Rec-
tores Europeos, comenzaron a di-

fundirse criterios y los mecanismos 
para crear incubadoras de empresas 
de base tecnológica en las univer-
sidades (Hoeser y Versino, 2006). 
Un año más tarde, la Secretaría de 
Políticas Universitarias del Ministe-
rio de Educación lanzó el Programa 
de Vinculación Tecnológica en las 
Universidades, a través del cual se 
capacitó a funcionarios universita-
rios a través de talleres, encuentros y 
seminarios sobre el acceso a recur-
sos estatales derivados de la Ley de 
Innovación, la formulación de pro-
yectos de vinculación tecnológica, 
la negociación con las empresas, 
etc. Así, la experiencia pionera de 
la Universidad de Buenos Aires, que 
creó su oficina de transferencia de 
tecnología en 1987 (UBATEC), fue 
seguida por otras universidades na-
cionales (Naidorf, 2005). 

Un punto de inflexión en las po-
líticas orientadas a la innovación fue 
el préstamo del BID para financiar 
el Programa de Modernización Tec-
nológica (PMT I). El PMT I dio ori-
gen al FONTAR (1994) que, bajo la 
órbita del Ministerio de Economía, 
se instituyó en unidad ejecutora de 
dos sub-programas: uno que otorga-
ba créditos para proyectos presenta-
dos por las empresas (generalmente 
pequeñas y medianas) y otro que 
otorgaba créditos a instituciones 
públicas que prestaran servicios 
tecnológicos a las empresas. En los 
años subsiguientes, el FONTAR in-
corporaría otros mecanismos de fi-
nanciamiento como los aportes no 
reembolsables y los créditos fisca-
les. También, en el marco del PMT I, 
la SECyT ejecutó otro subprograma 
(Programa de Investigación Tecnoló-
gica) que brindaba apoyo a institu-
ciones de investigación públicas o 
sin fines de lucro, que desarrollaran 
proyectos asociativos con empre-
sas (privadas y públicas) (Del Bello, 
2014). Con la creación de la ANP-
CyT en 1996, el FONTAR se inte-
graría a su organigrama institucional 

junto con el nuevo FONCyT. 

Aunque Brasil no requirió una 
reforma institucional semejante a 
la Argentina, implementó instru-
mentos similares. En 1986, el MCT 
obtuvo un préstamo del Banco Mun-
dial para implementar el Programa 
de Apoyo al Desarrollo Científico y 
Tecnológico (PADCT), que apuntaba 
a fortalecer la formación de recursos 
humanos y a generar interacciones 
entre instituciones públicas de CyT 
y el mercado, aunque tuvo más éxi-
to en lo primero que en lo segun-
do (Buainain et al, 2014; Gordon, 
2013). Fue recién en 1992, cuan-
do el  MCT lanzó el Programa para 
Apoyar la Capacitación Tecnológica 
Industrial (PACTI), que se implemen-
taron diversos instrumentos para es-
timular al sector privado a invertir 
en I+D e interactuar con el sistema 
público de investigación (Velho et 
al, 2004).  

A mediados de la década del 
2000, algunos trabajos que analiza-
ban los resultados de programas ini-
ciados en el marco de esta cultura 
de la innovación en la Argentina y 
en Brasil, señalaban que el éxito fue 
más bien limitado. Hoeser y Versino 
(2006) señalan por ejemplo, que el 
programa de incubadoras de empre-
sas tuvo como principal debilidad 
la existencia de pocos inversores 
privados interesados en inversiones 
de riesgo. Para el caso del PACTI de 
Brasil, Velho et al. (2004) también 
advierten una baja tasa de demanda 
de los fondos ofrecidos y, más im-
portante aún, un uso de los progra-
mas públicos, como sustitutos de la 
inversión industrial en laboratorios 
de I+D. 

Más allá del comportamiento de 
los empresarios, las limitaciones de 
estas experiencias se explican por 
las reformas neoliberales, que ten-
dieron a favorecer la importación 
de tecnología y a generar un clima 
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poco estimulante para la inversión 
privada en I+D. De hecho, uno de 
los principales protagonistas de las 
reformas de mediados de la déca-
da de 1990 en la Argentina, aseve-
ra que “la idea de reforma adhería 
a una política de “keynesianismo 
tecnológico”, totalmente disfuncio-
nal con el enfoque del Consenso de 
Washington” (Del Bello, 2014: 44).

Asimismo, algunos autores se-
ñalan que las reformas institucio-
nales orientadas a la innovación, al 
menos en la Argentina, no fueron 
impulsadas por la “cultura econó-
mica”, como sucede en países de-
sarrollados, sino que fueron intro-
ducidas desde el estado, a partir de 
la perspectiva de expertos locales 
(en general economistas) en políti-
cas de CTI y de organismos como 
el BID (Albornoz y Gordon, 2011; 
Aguiar y Aristimuño, 2018). Dicho 
de otro modo, se pretendió, desde 
un “estado modernizador”, crear un 
“sistema nacional de innovación” al 
estilo de lo que se prescribía para 
los países más desarrollados, con 
incentivos desde las políticas públi-
cas, aunque los instrumentos utiliza-
dos no estuvieran alineados con las 
políticas macroeconómicas.

 5. el paradigma de la cien-
cia para beneficio de las so-
ciedades                                                

Si en la década de 1990 se crea-
ron marcos legales, instituciones e 
instrumentos para fomentar la in-
novación y la competitividad, en el 
comienzo del nuevo milenio parece 
observarse la emergencia de un nue-
vo paradigma (el de la “ciencia para 
el beneficio de las sociedades”), o 
bien, un “giro poscompetitivo”, que 
incorpora conceptos como los de 
“grandes desafíos” (en referencia a 
cuestiones como el cambio climá-
tico) o “investigación e innovación 
responsable” en la jerga de los or-
ganismos de PCTI  (Vasen, 2016). En 

buena medida, el giro se asienta en 
una nueva concepción de la cien-
cia y la tecnología, que admite que 
existen distintas formas de conoci-
miento y de tecnología, factibles de 
ser construidas en la interacción de 
actores científicos y no científicos, 
local o nacionalmente situados. Ello 
ha dado lugar, en diversos países, 
a espacios de deliberación públi-
ca e incluso a la conformación de 
grupos de presión en relación con 
proyectos específicos de desarrollo 
tecno-científico en una dinámica 
bottom-up (Lengwiler, 2008), pero 
también a iniciativas desde diversos 
niveles del estado para estimular la 
participación de diversos actores en 
la toma de decisiones (Bora & Hau-
sendorf, 2006). El nuevo concepto 
y movimiento de lo que se conoce 
como “ciencia abierta” (con sus di-
versas declinaciones, como “ciencia 
ciudadana”) está en línea con estos 
procesos.

En ese marco, la empresa ha de-
jado de ser el foco principal en la 
identificación de prioridades, en las 
elecciones tecnológicas y en los ins-
trumentos de orientación de la in-
vestigación para incorporar otros in-
tereses y actores de la sociedad civil 
y nuevos mecanismos y criterios de 
diseño de políticas y de evaluación, 
que consideran la relevancia ade-
más de la excelencia. Ciertamente, 
ello no supone que el paradigma an-
terior se haya abandonado, sino que 
ambos conviven, a veces en cierta 
tensión (Velho, 2011).

En América Latina, este cambio 
de escenario se expresó en dos ten-
dencias. Por un lado, en la búsque-
da de nuevos criterios de evaluación 
y en un nuevo énfasis en el carácter 
“abierto” de la ciencia. Esta idea de 
“apertura” de la ciencia ha dado lu-
gar a nuevas legislaciones sobre “ac-
ceso abierto” de publicaciones y da-
tos a la mayor cantidad de lectores y 
usuarios posibles, bajo la perspecti-

va de que eso permite democratizar 
el conocimiento y ponerlo a dispo-
sición para iniciativas innovadoras. 
La Argentina, de hecho, estuvo entre 
los primeros países de la región en 
sancionar una ley de acceso abier-
to a las investigaciones financiadas 
con fondos públicos (Actis, 2019). 
Asimismo, en lo que respecta a la 
evaluación, a partir de la creación 
de los Proyectos de Desarrollo Tec-
nológico y Social (PDTS) en 2011, 
han comenzado a discutirse nuevos 
criterios de evaluación de los inves-
tigadores.

La otra tendencia es la emergen-
cia de nuevas propuestas concep-
tuales, como las de “tecnologías 
sociales” o “innovación para la in-
clusión social” (Vasen, 2016).  Casas 
et al. (2013: 1) señalan (comparando 
10 países) que “en la última déca-
da algunos países latinoamerica-
nos que transitan hacia un sistema 
político más abierto y plural, han 
tratado de construir una vía distin-
ta de desarrollo que asigna, a nivel 
del discurso, una alta prioridad a la 
inclusión social y al incremento del 
bienestar de sus poblaciones, para 
lo cual el conocimiento, la ciencia, 
la tecnología y la innovación deben 
jugar un papel sustantivo”. Más allá 
del plano discursivo, en la práctica, 
varios países de la región vienen 
diseñando e implementando instru-
mentos orientados al desarrollo o la 
inclusión social.6

En la Argentina, se observan ten-
dencias similares en el marco de 
un pronunciado incremento de la 
inversión en I+D (tendencia inicia-
da en 2002) y de la jerarquización 
del organismo de PCTI con la crea-
ción del MINCyT (2007). En efecto, 
el aumento del presupuesto para 
CTI a partir de 2003 ha permitido 
expandir la infraestructura institu-
cional, formar una mayor cantidad 
de recursos humanos e incrementar 
muy significativamente la cantidad 
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de investigadores de carrera, conso-
lidando al CONICET como principal 
organismo público de investigación, 
sobre todo frente a las universida-
des, que habían tenido un papel 
importante en la investigación cien-
tífica durante la década de 1980. A 
eso se sumó una activa creación de 
nuevas universidades (entre 2007 y 
2015 se crearon 17 nuevas univer-
sidades públicas), naturalmente sin 
tradición en investigación.

En ese marco, se produjo tam-
bién una expansión y diversificación 
de instrumentos (Sarthou, 2018), que 
apuntaron tanto promover la investi-
gación y el desarrollo tecnológico, 
como a fomentar la innovación y a 
afrontar grandes desafíos globales o 
los problemas del desarrollo. Desde 
luego, no podemos hacer aquí una 
revisión exhaustiva de esos instru-
mentos, pero sí señalar algunas ca-
racterísticas generales.

El primer rasgo de este período 
es la complementación de progra-
mas e instrumentos horizontales con 
otros más focalizados y selectivos 
en campos o sectores prioritarios, al 
estilo de los fondos sectoriales que 
creó Brasil en 1999, que fueron una 
experiencia pionera en la región. En 
esa línea, en la Argentina se creó el 
FONSOFT en 2004 y el FONARSEC 
en 2009, ambos bajo la órbita de la 
ANPCyT. El FONARSEC está encar-
gado de gestionar dos sub-fondos 
destinados a una reducida cantidad 
de proyectos con mayor escala de 
recursos en comparación con los 
proyectos que financian el FONCyT 
y el FONTAR (Verre et al, 2020). Por 
un lado, los Fondos Tecnológicos 
Sectoriales (Biotecnología, Nano-
tecnología y TICs), orientados al de-
sarrollo de plataformas tecnológicas 
de propósito general. Por otro lado, 
los Fondos de Innovación Tecnoló-
gica Sectorial (FITS), que financian 
proyectos asociativos público-priva-
do, destinados a resolver problemas 

o aprovechar oportunidades tecno-
lógicas de alto impacto sectorial en 
Agroindustria, Energía, Salud, Am-
biente y Cambio Climático y Desa-
rrollo Social. Dentro de esta misma 
lógica, el FONCyT incorporó una 
línea de financiamiento para Pro-
yectos en Áreas Estratégicas (PAE) 
definidas en el Plan Nacional de 
CTI, a través de un Proyecto Integra-
do (FONCyT + FONTAR) (Codner, 
2011). Asimismo, en el CONICET, 
se han establecido convocatorias di-
ferenciadas para becas de posgrado 
e ingreso a la carrera del investiga-
dor en “temas estratégicos”, con el 
propósito de orientar la trayectoria 
de los investigadores desde su for-
mación o, al menos, desde las eta-
pas tempranas de su carrera, donde 
la flexibilidad es mayor que en las 
trayectorias más consolidadas.

El segundo rasgo, tiene que ver 
con la incorporación de objetivos 
que van más allá de la innovación 
y la competitividad industrial, con 
la participación de nuevos actores 
en la definición de líneas temá-
ticas específicas. Por ejemplo, el 
FONTAR, en el marco del PMT III 
(2006-2010) incorporó una línea de 
financiamiento para el estímulo de 
la Producción Limpia que apunta 
a la introducción de innovaciones 
de procesos y productos que re-
duzcan el impacto ambiental de las 
actividades de las PyMES (Peirano, 
2011). Por su parte, el diseño de las 
convocatorias para los FITS del FO-
NARSEC incorporó la participación 
de diversos agentes (ministerios, 
empresas y comunidad científica) 
en el proceso de selección de las lí-
neas temáticas específicas dentro de 
cada sector. En tanto algunos secto-
res tenían como horizonte la obten-
ción de productos apropiables por 
la industria, otros se alineaban con 
los “grandes desafíos” (Ambiente y 
Cambio Climático) o con problemas 
sociales (Desarrollo Social). Incluso, 
en sectores en los que se apuntó a 

obtener nuevos productos, las líneas 
seleccionadas respondían a proble-
mas sociales locales (por ejemplo, 
métodos de diagnóstico de Chagas 
en el sector Salud) o a los grandes 
desafíos (como los proyectos sobre 
diversas energías renovables en el 
sector Energía) (Verre et al, 2020). 
Aún así, debe tenerse en cuenta que, 
entre 2009 y 2015, el FONARSEC 
participó de un 27% de los fondos 
de la ANPCyT, frente a un 46% asig-
nado al FONTAR y un 21% al FON-
CyT (Carro y Lugones, 2019).

 6. conclusiones

Es evidente que, desde la segun-
da posguerra, América Latina ha 
iniciado, con distintos ritmos según 
el país, un proceso de aprendizaje 
sobre las PCTI, que permitió diseñar 
instituciones e instrumentos cada 
vez más diversificados y precisos, 
incorporando nuevos saberes y 
mecanismos de diseño, implemen-
tación y evaluación equivalentes a 
los de otras políticas públicas. En la 
Argentina, la creación del Ministerio 
de Ciencia, Tecnología e Innovación 
es, probablemente, lo que mejor 
simboliza ese proceso de institucio-
nalización y profesionalización de 
las PCTI. 

Los organismos internacionales 
(UNESCO, OEA, BID), e incluso las 
instituciones filantrópicas y agen-
cias públicas estadounidenses, han 
tenido (para bien o para mal) un 
papel importante en ese proceso de 
aprendizaje de nuevos modelos. Sin 
embargo, a lo largo de este artícu-
lo hemos puesto de relieve que la 
adopción de sucesivos paradigmas 
se combina con la adaptación a de-
terminadas condiciones locales y, 
por lo tanto, su transferencia no es 
tan lineal. Por ejemplo, aunque el 
período de la inmediata posguerra 
estuvo signado por el predominio 
de una retórica lineal y el modelo 
ofertista, en la Argentina, esa retóri-
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ca respondió a un escenario político 
específico y la política se insertó en 
un contexto de escasa profesionali-
zación de la investigación, en com-
paración con lo que sucedía en los 
países desarrollados. De igual modo, 
la comparación de los modelos ins-
titucionales en la Argentina y Brasil 
muestra que, bajo la influencia de 
paradigmas y modelos similares, las 
especificidades nacionales pueden 
definir trayectorias institucionales 
diferentes. Incluso, la carrera del 
investigador del CONICET, que per-
mite hacer investigación sin hacer 
docencia, es un sistema de gestión 
de los recursos humanos bastante 
atípico en la región.

Por otra parte, es necesario seña-
lar que los paradigmas de política 
son organizaciones estilizadas que 
presentamos a los fines analíticos, 
pero que no se comportan, en la 
práctica, como unidades monolíti-
cas y completamente coherentes. 
Así, los sucesivos virajes hacia nue-
vos paradigmas no implicaron ne-
cesariamente el abandono de com-
ponentes de paradigmas anteriores, 
sino que a menudo la incorporación 
de nuevas instituciones, instrumen-
tos y narrativas sobre las PCTI convi-
ven con las viejas en complementa-
ción o en tensión. En consecuencia, 
muchas cuestiones que fueron for-
muladas como problemáticas hace 
varias décadas aún nos siguen inter-
pelando o generando tensiones.  

Por ejemplo, la tensión entre la 
excelencia y la visibilidad interna-
cional, por un lado, y la relevancia y 
el uso efectivo del conocimiento, por 
otro, se planteó ya en el primer libro 
de Oscar Varsavsky (1969) hace más 
de cincuenta años, y su reemergen-
cia es frecuente en la literatura sobre 
el tema. El caso de la evaluación de 
las actividades científicas, a las que 
Kreimer (2015) propone considerar 
como una poderosa política implí-
cita, puede ser ilustrativo en este 

sentido. Kreimer advierte que, desde 
la década de 1960, a medida que la 
investigación tecno-científica y las 
PCTI se institucionalizaron y profe-
sionalizaron, el sistema público de 
investigación argentino, y latinoa-
mericano en general, fue incorpo-
rando mecanismos de evaluación 
por pares cada vez más precisos y 
estandarizados internacionalmente, 
basados en normas de referencia 
como las de Web of Science o Sco-
pus, que buscan medir los productos 
(artículos) en términos de su canti-
dad, originalidad, calidad y visibili-
dad (factor de impacto de la revista, 
cantidad de citas del artículo/ autor). 
Esta es, sin dudas, una función muy 
importante de la política científica, 
pero no dice mucho en relación con 
qué hacen los investigadores, hacia 
dónde están yendo las agendas de 
investigación, ni qué usos puede te-
ner ese conocimiento en el contexto 
local. Así, sugiere que la adopción 
de criterios y mecanismos de eva-
luación internacionalmente estan-
darizados tiende a internacionalizar 
las agendas de investigación, pero 
eso puede ser contradictorio con 
la “política explícita” (aquella que 
aparece en planes, programas o ins-
trumentos específicos), que propone 
resolver problemas económicos o 
sociales nacionales/ locales. 

En las últimas décadas, se vie-
nen haciendo esfuerzos para abor-
dar estas tensiones, aunque no estén 
del todo resultas. Por un lado, la 
“cultura burocrática” ha avanzado 
bastante en la comprensión del pro-
ceso innovador y en la generación 
de algunos “triángulos de relacio-
nes” virtuosas –como pretendían 
Sabato y Botana (1968)- al tiempo 
que, de a poco, ciertos miembros 
“cultura académica” van incorpo-
rando nuevas racionalidades (que 
trascienden la académica) y algunos 
integrantes de la “cultura empresa-
ria” van aprendiendo a innovar en 
dinámicas asociativas con el sector 

público. Asimismo, se han propues-
to nuevos modos de concebir las 
relaciones entre ciencia, tecnología 
y sociedad, donde el antiguo trián-
gulo convive con un poliedro más 
complejo, que incorpora diferentes 
actores sociales. El desafío es seguir 
aprendiendo y multiplicar los “ca-
sos exitosos” para que sean más la 
norma que la excepción. Se trata de 
un desafío que no es menor si obser-
vamos nuestra historia y la de mu-
chos países periféricos donde, como 
decía Herrera (1973), las “políticas 
explícitas” y las “políticas implíci-
tas” (sobre todo, económicas) pocas 
veces han estado bien alineadas y 
donde la inestabilidad crónica, tan-
to política como económica, gene-
ra frecuentes escenarios de incerti-
dumbre para todos los actores.7
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 Notas

1 Un estudio sobre el rol de los orga-
nismos internacionales en las PCTI 
de la Argentina, Brasil, Colombia y 
Uruguay puede verse Bagattolli et 
al. (2015). 

2 La cifra del primer préstamo, según 
el autor, es de US$ 44.000.000. Aquí 
hemos tomado la cifra que consigna 
el sitio del BID: https://www.iadb.
org/en/project/ME0045

3 Entre 1969 y 1980 el número de 
programas y estudiantes de posgra-
do (maestría y doctorado) se incre-
mentó de 288 a 992 y de 1.372 a 
38.609, respectivamente, con la 
ayuda, en muchos casos, de las be-
cas provistas por el CNPq y la CA-
PES (Velho et al, 2004).

4 Una comparación del rol del BID 
en la Argentina, Uruguay y Colom-
bia, puede verse en Aguiar et al 
(2017).

5 De hecho, una porción menor del 
préstamo del BID (1986) también 
se utilizó para proyectos de interac-
ción entre investigadores y empresas 
(Aguiar et al, 2017).

6 Algunas de estas experiencias se 
pueden consultar en Dutrénit y Sutz 
(2013).

7 En nuestra historia sobran los ejem-
plos y, sin ir más lejos, las tenden-
cias inflacionarias de los últimos 
años, sumadas al tipo de cambio, 
han despertado alertas sobre las li-
mitaciones para hacer investigación 
con subsidios devaluados, muchas 
veces utilizados para la compra de 
insumos importados.


